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M° DE OBRAS PUBLICAS 
Y URBANISMO

6638 RESOLUCION de 26 de febrero de 1982, de la Presi­
dencia del Instituto para la Promoción Pública de 
la Vivienda, por la que se delegan en el Director 
provincial del Ministerio de Obras Públicas y Ur­
banismo en Madrid funciones de contratación de 
obras.

Ilustrísimos señores:
Con el fin de conseguir una mayor rapidez en la tramitación 

de los expedientes de contratación, relativos a las obras de 
construcción y reparación de viviendas promovidas directa­
mente o mediante convenio por el Instituto para la Promoción 
Pública de la Vivienda en la provincia de Madrid, se estima 
conveniente delegar en el Director provincial del Ministerio 
de Obras Públicas y Urbanismo, en Madrid, como Director 
provincial del Instituto para la Promoción Pública de la Vi­
vienda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 del Real 
Decreto 1875/1981, de 3 de julio, las competencias que en la 
expresada materia vienen siendo ejercidas por los Servicios 
Centrales de este Organismo.

Por ello, esta Presidencia, al amparo de lo dispuesto en el 
artículo 22-5 de la Ley de Régimen Jurídico de la Administra­
ción del Estado, y previa autorización del excelentísimo señor 
Ministro del Departamento resuelve:

Primero.—Delegar en el Director provincial del Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo en Madrid, las competencias para 
formalizar los encargos de proyecto y dirección de obras, así 
como los contratos para su ejecución, tanto de nueva construc­
ción como de reparación de grupos de viviendas promovidas 
directamente o mediante convenio por el Instituto para la Pro­
moción Pública de la Vivienda, entendiéndose incluidas especí­
ficamente las siguientes:

a) El encargo, supervisión y aprobación del proyecto de 
construcción o reparación de que se trate; el de la dirección 
de obras, así como la tramitación e impulsión de los correla­
tivos expedientes de gasto y su aprobación.

b) La convocatoria y autorización de subastas y concurso- 
subasta públicas para la adjudicación de las obras, tanto en su 
fase provisional como definitiva y la contratación directa hasta 
cincuenta millones de pesetas o el límite que en lo sucesivo 
se establezca.

c) La formalización y eficacia del contrato de obras.
d) La recepción provisional y definitiva de las obras y su 

liquidación.
e) En general, las funciones que como órgano de contra­

tación atribuye al Presidente del Instituto para la Promoción 
Pública de la Vivienda la Ley de Contratos del Estado y el 
Reglamento General de Contratación, en lo que respecta a obras 
de construcción o reparación de viviendas.

Segundo.—La delegación contenida en la presente Resolución 
se entiende sin perjuicio de los informes preceptivos de la Ase­
soría Jurídica y la Intervención del Estado, el dictamen del 
Consejo de Estado y la autorización del Ministro o del Consejo 
de Ministros cuando procedan.

Lo que comunico a VV. II. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a VV. II. muchos años.
Madrid, 26 de febrero de 1982.—El Presidente, Manuel de Vi­

cente González.
Ilmos. Sres. Director general del IPPV, Subdirectores generales

del IPPV y Director provincial del Ministerio de Obras Pú­
blicas y Urbanismo en Madrid.

MINISTERIO DE TRABAJO 
Y SEGURIDAD SOCIAL

6639 REAL DECRETO 577/1982, de 17 de marzo, por el 
que se regulan la estructura y competencias del 
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el 
Trabajo.

El Real Decreto-ley treinta y seis/mil novecientos setenta y 
ocho, de dieciséis de noviembre, determina la supresión del Ser 
vicio Social de Higiene y Seguridad del Trabajo, Servicio Común 
de la Seguridad Social, y la asunción de sus funciones por el 
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, que 
crea como Organismo autónomo de carácter administrativo ads­
crito al Ministerio de Trabajo.

Se hace necesario, pues, regular la estructura y competencias 
del Instituto teniendo en cuenta las adscripciones que efectúa

el punto cuatro del artículo quinto del Real Decreto-ley treinta 
y seis/mil novecientos setenta y ocho y la necesidad de esta­
blecer unas directrices más acordes con sus propios fines para 
armonizar sus objetivos con la realidad del mundo laboral, lo 
que permitirá utilizar adecuadamente los medios humanos y 
materiales de que dispone.

En su virtud, a propuesta del Ministro de Trabajo y Se­
guridad Social, con la aprobación de la Presidencia del Gobierno 
e informe del Ministerio de Hacienda y previa deliberación del 
Consejo de Ministros en su reunión del día diecisiete de marzo 
de mil novecientos ochenta y dos,

DISPONGO:
Artículo primero.—Uno. El Instituto Nacional de Seguridad 

e Higiene en el Trabajo es un Organismo autónomo de carácter 
administrativo, dotado de personalidad jurídica, adscrito al Mi­
nisterio de Trabajo y Seguridad Social, dependiendo orgánica­
mente de la Subsecretaría de Empleo y Relaciones Laborales, a 
través de la Dirección General de Trabajo, y funcionalmente de 
esta última.

Dos. El Instituto se rige por la Ley de veintiséis de diciem­
bre de mil novecientos cincuenta y ocho, sobre Régimen Jurídico 
de las Entidades Estatales Autónomas; la Ley once/mil nove­
cientos setenta y siete, de cuatro de enero, General Presupues- 
taria; el Real Decreto-ley treinta y seis/mil novecientos setenta 
y ocho, de dieciséis de noviembre, y por los preceptos de este 
Real Decreto.

Artículo segundo.—Al Instituto Nacional de Seguridad e Hi­
giene en el Trabajo le corresponde la gestión, asesoramiento y 
control de las acciones técnico-preventivas dirigidas a la dismi­
nución de los riesgos laborales, accidentes de trabajo y enferme­
dades profesionales, y especialmente:

Uno. Analizar e investigar las causas y factores determinan­
tes de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, 
proponiendo las medidas correctoras que procedieren. De dichas 
actuaciones, se informará a la Inspección de Trabajo en los 
casos de muerte, muy graves y graves; igualmente se emitirán 
los informes que, en su caso, se soliciten por autoridad compe­
tente.

Dos. Conocer, tratar y elaborar las informaciones y datos es­
tadísticos sobre siniestralidad laboral, procediendo a la confec­
ción, estudio y valoración de estadísticas en el ámbito nacional.

Tres. Elaborar, promover y desarrollar programas de inves­
tigación sobre métodos y técnicas de seguridad e higiene en el 
trabajo.

Cuatro. Estudio informe y propuesta a la Dirección Gene­
ral de Trabajo o a cualquier otro Organismo público, a través 
de la misma, de normas, en su aspecto técnico, en. materia de 
seguridad e higiene en el trabajo, métodos ergonómicos y sobre 
condiciones de trabajo de mujeres, menores y trabajadores de 
edad madura.

Cinco, Efectuar estudios, informes y asesoramiento sobre 
puestos, locales y centros de trabajo, materias primas y pro­
ductos intermedios y finales, tóxicos, peligrosos o penosos, a 
través de los Centros de Investigación y Asistencia Técnica y 
de los Gabinetes Técnicos Provinciales.

Seis. Realizar estudios, informes y propuestas a la Dirección 
General de Trabajo o a cualquier otro Organismo público, a tra­
vés de la misma, de normas sobre las condiciones técnicas 
de trabajos y sobre determinación y fijación de concentracio­
nes limites permisibles de contaminantes y de procedimientos 
para su valoración y control.

Siete. Programar, organizar y desarrollar los planes y cur­
sos de formación, perfeccionamiento y actualización para técni­
cos de seguridad e higiene.

Ocho. Divulgar y propagar entre las Empresas y la población 
trabajadora los conocimientos y prácticas de prevención de ries­
gos profesionales.

Nueve. Proponer a la Dirección General de Trabajo las nor­
mas técnicas reglamentarias para la homologación de los me­
dios y mecanismos de protección personal y colectiva de los 
trabajadores.

Diez. Realizar la verificación y dictamen de homologación 
de equipos y medios técnicos de prevención y protección, de 
acuerdo con las normas dictadas al efecto.

Once. Programar y desarrollar, a través de los Centros de 
Investigación y Asistencia Técnica y de los Gabinetes Técnicos 
Provinciales, controles generales y sectoriales sobre niveles de 
seguridad e higiene en las Empresas, prestándoles el asesora- 
miento pertinente y comunicando a las mismas las correcciones 
necesarias a efectuar.

Doce. Comunicar a la Inspección de Trabajo los casos de 
contravención grave o reiterada por las Empresas o sus traba­
jadores de normas de prevención de riesgos profesionales que 
pudieran entrañar peligro para la salud o integridad física de 
los trabajadores, así como el incumplimiento de las comunica­
ciones a que se refiere el apartado anterior en los mismos casos.

Trece. Prestar asistencia y asesoramiento técnico a Empresas, 
Organizaciones laborales, autoridades y Organismos oficiales.

Catorce. Asesorar y evaluar el funcionamiento de los órga­
nos técnicos de las Empresas en materia de seguridad o higiene 
en el trabajo.

Quince. Prestar el asesoramiento y colaboración técnica ne­
cesaria a la Dirección General de Trabajo y a la Inspección de 
Trabajo.

Dieciséis. Mantener informado al Instituto Nacional de la



Salud o a las autoridades sanitarias correspondientes sobre las 
desviaciones detectadas en cuanto a riesgos especiales y a la 
valoración de contaminantes.

Diecisiete. Realizar cuantos cometidos, relativos a seguridad 
e higiene, le encomiende el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social.

Artículo tercero.—Son órganos del Instituto Nacional de Se­
guridad e Higiene en el Trabajo:

Uno. Centrales:
La Dirección del Instituto Nacional.
El Consejo General.
Los Centros Nacionales de Seguridad e Higiene en el Tra­

bajo.
Dos. Territoriales:
Los Centros de Investigación y Asistencia Técnica.
Los Gabinetes Técnicos Provinciales.
Artículo cuarto.—El Director del Instituto, con rango de Sub­

director general, será nombrado y separado libremente de su 
cargo por Orden del Ministerio de Trapajo y Seguridad Social, 
a propuesta del Director general de Trabajo, entre funcionarios 
de la Administración Pública.

Le corresponde la representación del Instituto y la dirección 
de su actividad para el cumplimiento de sus fines, la relación 
con el Consejo General, así como ordenar los gastos y disponer 
los pagos.

Artículo quinto.—Uno. El Director estará asistido por un 
Subdirector técnico y un Secretario general, ambos con rango 
de Jefe de Servicio.

Dos. Dependiendo de la Dirección del Instituto, existirán dos 
Servicios y seis Departamentos, cuyas funciones se determina­
rán en las normas de desarrollo previstas en la disposición fi­
nal tercera del presente Real Decreto.

Tres. Existirá igualmente la Intervención Delegada del Mi­
nisterio de Hacienda, que contará con el Servicio de Contabi­
lidad.

Artículo sexto.—Uno. El Consejo General estará integrado 
por los siguientes miembros: Trece representantes de los Sin­
dicatos más representativos, trece representantes de las Or­
ganizaciones empresariales y trece representantes de la Admi­
nistración Pública.

Su Presidente será el Subsecretario de Empleo y Relaciones 
Laborales, siendo Vicepresidente primero el Director general de 
Trabajo y Vicepresidente segundo el Director del Instituto; actua­
rá como Secretario, con voz, pero sin voto, el Secretario gene­
ral del Instituto.

Dos. Son atribuciones del Consejo General:
— Informar al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social los 

planes nacionales de actuación en materia de seguridad e hi­
giene en el trabajo.

— Informar sobre criterios de actuación del Instituto Nacio­
nal de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

Artículo séptimo.—Uno. Los Centros Nacionales de Seguri­
dad e Higiene en el Trabajo, actualmente en número de dos, 
realizarán, con ámbito nacional, las funciones que la Dirección 
del Instituto les confiera o delegue, desarrollando técnicas es­
pecializadas de información y documentación, homologación y 
normalización, medio ambiente y ergonomía.

Dos. Al frente de los Centros Nacionales de Seguridad e Hi­
giene en el Trabajo habrá un Director con nivel orgánico asimi­
lado a los Jefes de los Departamentos a que se refiere el ar­
tículo quinto.

Artículo octavo.—Uno. Los Centros de Investigación y Asis­
tencia Técnica realizarán, en el ámbito geográfico que reglamen­
tariamente se determine, funciones de coordinación entre los 
Servicios Centrales del Instituto y los Gabinetes Técnicos Pro­
vinciales, en materia de ejecución de programas de ámbito na­
cional y de prestación de apoyo técnico a los Gabinetes para la 
resolución de problemas que excedan de su capacidad de res­
puesta.

Dos. Existirán cuatro Centros de Investigación y Asistencia 
Técnica ubicados en Madrid, Barcelona, Bilbao y Sevilla. Al 
frente de cada uno de los Centros habrá un Director con nivel 
orgánico asimilado a los Jefes de los Departamentos a que se 
refiere el artículo quinto.

Tres. A los Gabinetes Técnicos Provinciales les incumbe la 
ejecución de las competencias del Instituto en el ámbito pro­
vincial, figurando al frente de los mismos un Director.

Cuatro. Los Centros de Investigación y Asistencia Técnica 
y los Gabinetes Técnicos Provinciales comunicarán a la respec­
tiva Inspección de Trabajo los planes y programas de actuación 
en las Empresas al objeto de obtener una adecuada coordinación 
de actuaciones. Asimismo, cuando los Gabinetes Técnicos actúen 
en las Empresas o centros de trabajo a requerimiento de la Ins­
pección de Trabajo, para su asesoramiento o colaboración, lo 
harán siguiendo las directrices fijadas por el Jefe de la Ins­
pección Provincial de Trabajo.

Cinco. Los Gabinetes Técnicos Provinciales facilitarán a la 
Dirección del Instituto la información que éste precise sobre es­
tadísticas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, 
con la periodicidad que se requiera para la confección de las 
estadísticas a nivel nacional. Asimismo facilitarán información

sobre aquellos extremos que la Dirección del Instituto estime 
procedente para la realización de las funciones que al Instituto 
se le asignan en el artículo segundo.

Artículo noveno.—El Subdirector Técnico, el Secretario gene­
ral, los Jefes de Servicio y Departamento y los Directores de 
los Centros Nacionales, de los Centros de Investigación y Asis­
tencia Técnica y de los Gabinetes Técnicos Provinciales serán 
nombrados y separados de sus cargos libremente por el Sub­
secretario de Empleo y Relaciones Laborales, a propuesta del 
Director general de Trabajo, oído el Director del Instituto, entre 
funcionarios del propio Instituto o del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social.

Artículo décimo.—El Instituto Nacional de Seguridad e Hi­
giene en el Trabajo dispondrá de los siguientes recursos:

— Las consignaciones que fueren fijadas en los Presupuestos 
Generales del Estado.

— Las aportaciones actuales de las Entidades gestoras y co­
laboradoras que tengan a su cargo el aseguramiento de ac­
cidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en la 
cuantía que para cada ejercicio se determine para la aten­
ción de la prevención técnica.

— Los consignados en su presupuesto, procedentes de:
a) Las prestaciones de servicios debidamente autorizados 

en el ejercicio de su actividad investigadora, técnica 
o formativa.

b) Los ingresos derivados de los conciertos establecidos 
con otras Entidades públicas o privadas.

DISPOSICIONES ADICIONALES
Primera.—Uno. Los funcionarios y empleados de los Orga­

nos integrados o incorporados al Instituto Nacional de Seguri­
dad e Higiene en el Trabajo pasan a regirse por la normativa 
propia del personal al servicio de los Organismos autónomos, 
con respeto de sus derechos adquiridos, en los términos esta­
blecidos en la disposición adicional primera, cuatro, del Real 
Decreto-ley treinta y seis/mil novecientos setenta y ocho, de die­
ciséis de noviembre, debiendo adaptarse sus derechos económi­
cos a lo dispuesto en el artículo nueve punto dos de la vigente 
Ley de Presupuestos Generales del Estado de mil novecientos 
ochenta y dos.

Dos. Para cubrir las plazas vacantes existentes, una vez 
aprobada la plantilla conforme al procedimiento establecido en 
el artículo veintiséis de la Ley de Entidades Estatales Autó­
nomas, se procederá con sujeción a lo dispuesto en el Real De­
creto mil ochenta y seis/mil novecientos setenta y siete, de 
trece de mayo; Ley setenta/mil novecientos setenta y ocho, de 
veintiséis de diciembre, y Decreto dos mil cuarenta y tres/mil 
novecientos setenta y uno, de veintitrés de julio, facultándose al 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para convocar opo­
sición restringida entre personal contratado no funcionario que 
reúna las condiciones de titulación reglamentariamente exigidas 
para la provisión de las vacantes que actualmente viene ocu­
pando esto personal. Con el fin de cubrir el cincuenta por 
ciento de las restantes vacantes existentes en dicha plantilla, 
igualmente se autoriza al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social para convocar, de conformidad con lo establecido en el 
artículo ocho punto dos del Decreto dos mil cuarenta y tres/mil 
novecientos setenta y uno, de veintitrés de julio, oposición res­
tringida entre personal funcionario que, con la titulación regla­
mentariamente exigida, desee promocionar a Cuerpo superior o 
cambiar de Escala.

Segunda.—El patrimonio del Instituto Nacional de Seguridad 
e Higiene en el Trabajo queda inicialmente integrado por cuan­
tos bienes estaban adscritos al Servicio Social de Higiene y 
Seguridad del Trabajo, en los términos previstos por la dispo­
sición adicional primera del Real Decreto-ley treinta y seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, de dieciséis de noviembre.

Tercera.—Uno. Las funciones de Medicina Laboral se coor­
dinarán con las de Seguridad e Higiene en el Trabajo, de con­
formidad a lo previsto en el artículo cinco punto cuatro del 
Real Decreto-ley treinta y seis/mil novecientos setenta y ocho, 
de dieciséis de noviembre, a cuyo efecto so crea una Comisión 
Técnica, presidida por el Director general de Trabajo y el del 
Instituto Nacional de la Salud, e integrada por tres represen­
tantes de cada uno de los Organismos, la cual formulará las 
oportunas propuestas a los Ministros de Trabajo y Seguridad 
Social y Sanidad y Consumo.

Dos. Por los referidos Ministerios, conjuntamente, se deter­
minarán las normas de funcionamiento de las Comisiones Téc­
nicas previstas en el apartado anterior.

Cuarta.—Lo dispuesto en el presente Real Decreto se enten­
derá sin perjuicio de las competencias asumidas o que se asu­
man por las Comunidades autónomas o Entes preautonómicos 
en materia de Seguridad e Higiene en el Trabajo.

DISPOSICIONES FINALES
Primera.—Quedan extinguidos los Institutos Territoriales del 

Servicio Social de Higiene y Seguridad del Trabajo, que se 
transformarán en los Centros de Investigación y Asistencia 
Técnica, a los que hacen referencia los artículos tercero y oc­
tavo del presente Real Decreto.

Segunda.—Queda derogado el Real Decreto dos mil ciento 
treinta y tres/mil novecientos setenta y seis, de diez de agosto, 
por al que se regula los Servicios y Organismos de Seguridad e



Higiene en el Trabajo, así como cuantas disposiciones de igual 
o inferior rango se opongan a lo dispuesto en el presente Real 
Decreto, que entrará en vigor con efectos al día uno de enero 
de mil novecientos ochenta y dos.

Tercera —Se autoriza al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social para dictar en el ámbito de su competencia, cuantas 
disposiciones sean necesarias para la aplicación del presente 
Real Decreto.

Dado en Madrid a diecisiete de marzo de mil novecientos 
ochenta y dos,

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Trabajo y Seguridad Social,

SANTIAGO RODRIGUEZ - MIRANDA GOMEZ

MINISTERIO DE AGRICULTURA, 
PESCA Y ALIMENTACION

6640 ORDEN de 2 de marzo de 1982 por la que se esta­
blecen las condiciones para la obtención de licen­
cias de pesca por los buques extranjeros para ope­
rar en aguas españolas.

Ilustrísimo señor:
La práctica internacional ha consagrado el sistema de con­

cesión de licencias de pesca como procedimiento adecuado para 
controlar las actividades pesqueras de los buques autorizados 
a operar en las zonas económicas de los Estados ribereños, bien 
por expedición material de licencias, bien por inclusión de 
buques en listas especiales.

Así, en los Acuerdos de Pesca entre España y Portugal de 22 
de septiembre de 1978 y entre España y la CEE de 15 de abril 
de 1980, que prevé que el ejercicio de la actividad pesquera de 
los buques de ambas partes contratantes estará sometido a la 
obtención previa y material de una licencia de pesca, sin que 
hasta el momento España haya adoptado la disposición admi­
nistrativa necesaria para aplicar el mismo a los buques de los 
países que exigen la licencia material a nuestros buques de 
pesca.

En su virtud, a propuesta de la Subsecretaría de Pesca Ma­
rítima, este Ministerio ha tenido a bien disponer:

Artículo 1.° 1. Previa la existencia de un Acuerdo interna­
cional, para el ejercicio de la actividad pesquera en las aguas 
de la zona económica comprendidas entre las 12 y 200 millas 
los buques de pesca que enarbolen pabellón extranjero deberán 
estar en posesión de la correspondiente licencia de pesca expe­
dida por la Subsecretaría de Pesca Marítima (Dirección General 
de Ordenación Pesquera) o figurar en las listas especiales co­
rrespondientes.

2. La expresión «actividad pesquera» empleada en esta dis­
posición comprende por igual todas las operaciones de captura, 
transformación y congelación de pescado en las aguas compren­
didas en la zona económica española.

Art. 2.° 1. Las licencias de pesca sólo se concederán en las 
condiciones que se determinan en los siguientes artículos a los 
buques de los terceros países que hayan obtenido, por negocia­
ción con el Gobierno Español, la asignación de una cuota de 
captura en la zona económica.

2. La petición de licencias se dirigirá, a través de los cauces 
diplomáticos usuales, a la Subsecretaría de Pesca Marítima 
(Dirección General de Ordenación Pesquera) por las autorida­
des competentes de los Estados a los cuales se les haya asignado 
un contingento de capturas, con indicación de los buques que 
se utilizarán en la captura de tal contingente y los datos que 
se exigen en el artículo tres.

Art. 3.° Las autoridades de los Estados autorizados a pescar 
en la zona económica española deberán comunicar a la Subse­
cretaría de Pesca Marítima, en el momento de solicitar las li­
cencias, los datos siguientes: Nombre del buque, número de ma­
trícula y signos exteriores de identificación; indicativo de llama­
da y frecuencia de radio; nombre y dirección del propietario 
del buque o de su arrendatario; tonelaje bruto y eslora total; 
potencia de motor; capacidad de bodegas; tipo y número de apa­
rejos de pesca a bordo; instalaciones de transformación a bordo; 
equipos de navegación; modalidad de pesca prevista y zona de 
pesca donde realizará las operaciones; especies a capturar y 
período para el cual se solicita la licencia.

Art. 4.° 1. La Subsecretaría de Pesca Marítima fijará las 
condiciones de utilización de las licencias, teniendo en cuenta 
los contingentes o cuotas de capturas otorgados y la capacidad 
de capturas.

2. En caso de que el número total de licencias disponibles 
sea inferior al número de buques que las han solicitado, las 
autoridades del Estado interesado presentarán un plan de pesca 
en el que las licencias de pesca se adapten en cada instante al 
número de buques que se encuentren efectivamente ejerciendo la 
actividad pesquera.

Art. 5.° 1. La Subsecretaría de Pesca Marítima (Dirección 
General de Ordenación Pesquera) expedirá las licencias nomi­
nadas o, en su caso, las innominadas, correspondientes a los 
planes de pesca.

2. En cada licencia nominada figurará el nombre del bu­
que, número de matrícula y demás datos de identificación que 
se estimen necesarios; los períodos, las zonas de operatividad 
del buque, así como la modalidad de pesca y especies a las 
que dirige la actividad.

3. En cada licencia innominada se hará figurar la relación 
de buques que utilizarán la licencia, con los datos de identifi­
cación y demás requisitos exigidos en el apartado anterior.

Art. 6.° 1. Todo buque de pesca extranjero que se encuen­
tre en posesión de la correspondiente licencia, expedida confor­
me a los trámites establecidos en esta Orden, al entrar en la 
zona económica española comunicará a la Subsecretaría de 
Pesca Marítima, directamente o a través de sus autoridades pe­
riféricas, la fecha y lugar, así como las cantidades de cada es­
pecie de pescado que eventualmente se encuentren estribadas 
en sus bodegas.

2. Durante su permanencia en la zona económica española 
cada buque extranjero tendrá a bordo un diario de pesca, en 
el cual se registrarán, después de cada lance, las cantidades 
de cada especie capturadas, con indicación de la hora, lugar 
de la captura y método de pesca utilizado.

Asimismo deberá comunicar semanalmente a la Subsecreta­
ría de Pesca Marítima (Dirección General de Ordenación Pes­
quera) directamente o a través de sus autoridades periféricas, 
las cantidades de pescado transbordados a otros buques de la 
misma nacionalidad provistos de la correspondiente licencia de 
pesca.

3. En el momento de abanderar la zona económica los bu­
ques de pesca extranjeros comunicarán, por la vía más rápida 
posible, la hora y el lugar de salida, así como las cantidades 
de cada especie de pescado que se encuentren en sus bodegas.

Art. 7 ° La Subsecretaría de Pesca Marítima podrá suspen­
der o retirar la licencia a un buque de pesca extranjero:

a) En casó de que el buque incumpla las condiciones a que 
se somete la concesión de la licencia.

b) En caso de que el buque incumpla las disposiciones del 
artículo 6.

Art. 8.° Cuando un Estado conceda a los pescadores espa­
ñoles autorizaciones de pesca sometidas a sistemas distintos 
al de licencias (presentación de listas de buques, etc.), la Sub­
secretaría de Pesca Marítima podrá acordar que los buques de 
tal Estado operen en la zona económica española en condiciones 
similares.

Art. 9.° 1. Conforme al artículo quinto de la Ley 10/1977, 
de 4 de enero, sobre mar territorial («Boletín Oficial del Estado- 
número 7), quedan a salvo los derechos de pesca de los buques 
extranjeros en virtud de convenios internacionales entre las seis 
y doce millas de mar territorial.

2. Los buques de pesca extranjeros podrán ejercer la activi­
dad pesquera entre las seis y doce millas en las mismas condi­
ciones establecidas en tales convenios, a menos que se esta­
blezca otro sistema aplicable a los buques de pesca españoles en 
las zonas entre seis y doce millas en las cuales los mismos ten­
gan derechos de pesca reconocidos.

Art. 10. Se faculta a la Subsecretaría de Pesca Marítima para 
adoptar cuantas resoluciones administrativas sean necesarias 
para el cumplimiento y desarrollo de esta disposición.

DISPOSICION TRANSITORIA
En las zonas en que no existen disposiciones especiales en 

materia de dimensiones de mallas y tallas de pescado, serán de 
aplicación en la zona económica las disposiciones relativas a 
estas materias adoptadas en las Comisiones de Pesca compe­
tentes.

Lo que comunico a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 2 de marzo de 1982.

ALVAREZ ALVAREZ
Ilmo. Sr. Subsecretario de Pesca Marítima.

M° DE ECONOMIA Y COMERCIO

6641 ORDEN de 10 de marzo de 1982 sobre financiación 
por el Crédito Oficial de Vehículos de Transporte 
de Mercancías por Carretera.

Excelentísimo e ilustrísimo señores:
Por acuerdos de Consejo de Ministros de 18 de septiembre 

y 27 de noviembre de 1981 se previó una financiación por el 
Crédito Oficial para Vehículos de Transporte de Mercancías 
por Carretera.


